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C.A. de Valpara soí

Valpara soí , veinte  de agosto de dos mil veinticinco.
Visto:
A  folio  1  comparece  do a  Mar a  Jes s  Bertr n  Tormo,ñ í ú á  

Defensora  Penal  P blica,  en  representaci n  de  ú ó Jes s  Franciscoú  
Salazar  Salcedo,  Abraham Alexis  Uzc tegui  Paredes  y  Darwuyá  
Jos  Ram rez Pereiraé í , interponiendo acci n constitucional de amparoó  
en contra de la resoluci n dictada el  11 de agosto de 2025 por laó  
Iltma. Corte de Apelaciones de La Serena en autos Rol N 659-2025,°  
que revoc  la decisi n del Juzgado de Garant a de la misma ciudad, deó ó í  
29 de julio de 2025, mediante la cual se hab a sustituido la pena deí  
expulsi n por la de libertad vigilada intensiva, manteniendo en su lugaró  
la pena de expulsi n y la internaci n prevista en el art culo 34 de laó ó í  
Ley N  18.216.°

Expone que sus representados fueron detenidos el 23 de marzo 
de  2023 y posteriormente  condenados  el  24 de  mayo de 2024,  en 
procedimiento abreviado, como autores del delito de tr fico il cito deá í  
estupefacientes a la pena de cuatrocientos veintisiete d as de presidioí  
menor en su grado m nimo, m s multa de 2 UTM, pena que se tuvoí á  
por cumplida con el abono del tiempo que permanecieron privados de 
libertad; y como autores del delito de tenencia ilegal de municiones a 
la pena de ochocientos d as de presidio menor en su grado medio, laí  
que, en aplicaci n del art culo 34 de la Ley N 18.216, fue sustituidaó í °  
por la de expulsi n del territorio nacional con prohibici n de reingresoó ó  
por  diez  a os,  orden ndose  su  internaci n  en  el  Complejoñ á ó  
Penitenciario de La Serena hasta la ejecuci n de la medida. Haciendoó  
presente  que  se  le  reconoci  a  todos  sus  representados  en  dichaó  
sentencia la atenuante del art culo 11 N 6 del C digo Penal.í ° ó

Explica que desde el 29 de mayo de 2024 y hasta el 29 de julio 
de 2025, esto es, durante el plazo de un a o y dos meses, equivalente añ  
426  d as,  sus  representados  permanecieron  sujetos  a  la  medida  deí  
internaci n prevista en el art culo 34 de la Ley N 18.216.ó í °

Se ala que, pese a los oficios remitidos por el Servicio Nacionalñ  
de  Migraciones  en  2024  y  2025,  informando  la  imposibilidad  de 
ejecutar  expulsiones  a  ciudadanos  venezolanos  por  falta  de 
representaci n consular, sus representados permanecieron privados deó  
libertad bajo internaci n m s de un a o a la espera de la medida.ó á ñ  
Refiere que, ante esta situaci n, solicit  audiencia de adecuaci n deó ó ó  
pena, acompa ando informes psicol gicos y sociales que acreditabanñ ó  
arraigo social y laboral, as  como jurisprudencia de la Corte Supremaí  
que  ordena  sustituir  la  expulsi n  cuando  su  cumplimiento  resultaó  
imposible (Roles N 82.407-2021 y N 8.420-2022).° °

Indica que el Juzgado de Garant a de La Serena, en audienciaí  
de 29 de julio de 2025, valor  el arraigo, la irreprochable conductaó  
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anterior y la imposibilidad material y sustituy  la expulsi n por libertadó ó  
vigilada intensiva, ordenando la libertad inmediata y sujeci n a plan deó  
intervenci n,  atendida  la  imposibilidad  material  de  ejecutar  laó  
expulsi n y los antecedentes acompa ados. Sin embargo, el Ministerioó ñ  
P blico apel  y la Corte de Apelaciones de La Serena revoc  dichaú ó ó  
resoluci n,  manteniendo  la  pena  sustitutiva  de  expulsi n  y  laó ó  
internaci n de los condenados, argumentando que la ley no contemplaó  
reemplazo en caso de imposibilidad de ejecuci n y que los amparadosó  
no cumplir an requisitos por su ingreso irregular al pa s.í í

Afirma que dicha resoluci n es ilegal  y arbitraria,  por cuantoó  
carece  de  debida  fundamentaci n  conforme  a  lo  dispuesto  en  eló  
art culo 36 y en el inciso 2  del art culo 122 del C digo Procesal Penalí ° í ó  
y  que,  adem s,  transforma  la  medida  de  internaci n  en  una  penaá ó  
privativa de libertad indefinida y desconoce el principio de legalidad y 
de irretroactividad de las  sanciones,  vulnerando con ello la  libertad 
personal y seguridad individual de sus representados.

Solicita,  en  definitiva,  que  se  deje  sin  efecto  la  resoluci nó  
impugnada y se restablezca lo resuelto por el Juzgado de Garant a,í  
sustituyendo la pena de expulsi n por la de libertad vigilada intensiva,ó  
ordenando adem s abonar el tiempo ya transcurrido en privaci n deá ó  
libertad bajo internaci n.ó

A  folio  4  evac a  informe  la  Segunda  Sala  de  la  Corte  deú  
Apelaciones de La Serena, representada por el ministro Iv n Robertoá  
Corona Albornoz, quien act a en conjunto con el ministro titular Juanú  
Carlos  Espinosa  Rojas  y  el  abogado  integrante  Gabriel  Alfonso 
Gallardo Verdugo. Se ala que en audiencia de 11 de agosto de 2025,ñ  
en  la  causa  Rol  Corte  N  659-2025,  se  conoci  de un recurso  de° ó  
apelaci n  interpuesto  por  el  Ministerio  P blico  en  contra  de  laó ú  
resoluci n del Juzgado de Garant a de La Serena de 29 de julio deó í  
2025, que hab a sustituido la pena de expulsi n del territorio nacionalí ó  
por la de libertad vigilada intensiva respecto de los condenados Jes sú  
Francisco  Salazar  Salcedo,  Abraham  Alexis  Uzc tegui  Paredes  yá  
Darwuy Jos  Ram rez Pereira, todos de nacionalidad venezolana.é í

Expone que, luego de o r a los intervinientes, el tribunal resolvií ó 
revocar  la  resoluci n  apelada,  manteniendo  la  pena  sustitutiva  deó  
expulsi n del territorio nacional, al estimar que la Ley N  18.216 noó °  
contempla  la  posibilidad  de  reemplazar  dicha  sanci n  por  otra,  nió  
tampoco se verificaban en el caso concreto los requisitos para acceder a 
la libertad vigilada intensiva, por cuanto los condenados ingresaron de 
manera irregular al pa s, careciendo de residencia legal que permitieraí  
el cumplimiento de las condiciones previstas en la normativa.

Agrega que la resoluci n impugnada por esta v a fue adoptadaó í  
dentro de la esfera de competencia de la Sala, luego de escuchar a los 
intervinientes en audiencia oral y p blica, con respeto al principio deú  
contradicci n y bilateralidad, tras analizar tanto los hechos como eló  
Derecho, y en la convicci n de haber actuado conforme a la legalidadó  
vigente. Precisa que los argumentos del Ministerio P blico en estradosú  
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fueron compartidos por los sentenciadores, lo que qued  reflejado en laó  
resoluci n  dictada.  En  consecuencia,  sostiene  que  la  decisi nó ó  
cuestionada  fue  emitida  por  rgano  competente,  dentro  de  susó  
atribuciones legales y con el debido fundamento, por lo que no resulta 
ilegal.

A folio 6 se trajeron los autos en relaci n.ó
Con lo relacionado y considerando: 
Primero: Que, la acci n constitucional de amparo, prevista en eló  

art culo 21 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, tiene por objetoí ó í ú  
restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protecci n de laó  
libertad personal  y  seguridad individual,  frente  a  actos  u omisiones 
ilegales que las perturben, priven o amenacen.

Segundo: Que, en la especie, se ha recurrido en contra de la 
resoluci n dictada por la Iltma. Corte de Apelaciones de La Serena eló  
11  de  agosto  de  2025,  que  revoc  lo  resuelto  por  el  Juzgado  deó  
Garant a de esa ciudad de 29 de julio del mismo a o, manteniendo laí ñ  
pena sustitutiva de expulsi n del territorio nacional e internaci n de losó ó  
amparados.  La  parte  recurrente  sostiene  que  dicha  decisi n  resultaó  
ilegal,  por  cuanto  transforma  la  medida  de  internaci n  en  unaó  
privaci n de libertad indefinida, pese a la imposibilidad material  deó  
ejecutar la expulsi n. Afirma que ello vulnera la libertad personal yó  
seguridad individual de sus  representados, desconoce el  principio de 
legalidad  y  carece  de  fundamentaci n  suficiente,  al  imponerlesó  
requisitos  que  no corresponden,  afectando as  garant as  reconocidasí í  
constitucional e internacionalmente. 

Tercero: Que, por su parte, la recurrida inform  que la decisi nó ó  
fue  adoptada  luego de  conocer  y  resolver  un  recurso  de  apelaci nó  
interpuesto por el Ministerio P blico, en audiencia oral y p blica, conú ú  
intervenci n de los intervinientes, y que tras la deliberaci n se resolvió ó ó 
revocar lo resuelto por el Juzgado de Garant a, manteniendo la penaí  
sustitutiva  de  expulsi n  del  territorio  nacional.  Precisa  que  taló  
determinaci n  se fund  en que la Ley N  18.216 no contempla  eló ó °  
reemplazo  de  dicha  sanci n  por  otra,  y  que  los  condenados  noó  
cumpl an  los  requisitos  legales  para  acceder  a  la  libertad  vigiladaí  
intensiva, al haber ingresado irregularmente al pa s.í

Cuarto:  Que, el art culo 34 de la Ley N  18.216 contempla laí °  
internaci n del  condenado como una medida accesoria y transitoriaó  
destinada  a  asegurar  la  materializaci n  de  la  pena  sustitutiva  deó  
expulsi n  del  territorio  nacional.  Tal  privaci n  de  libertad,  enó ó  
consecuencia, solo se justifica en la medida que la expulsi n se concreteó  
dentro de un plazo determinado o determinable.

Quinto:  Que,  sin  embargo,  conforme  a  los  antecedentes 
allegados,  se  encuentra  acreditado  que  respecto  de  ciudadanos 
venezolanos existe una imposibilidad material de ejecutar expulsiones, 
lo  que  se  ha  traducido  en  que  los  amparados  han  permanecido 
privados de libertad bajo la modalidad de internaci n por m s de unó á  
a o,  sin  que  se  haya  hecho  efectiva  la  sanci n  de  expulsi n.  Elloñ ó ó  

Código: NHKCBXXFHEZ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



genera una situaci n de indeterminaci n que transforma dicha medidaó ó  
accesoria  en  una  privaci n  de  libertad  indefinida,  lo  que  resultaó  
contrario  a la  naturaleza  de la  instituci n y vulnera  la  garant a  deó í  
libertad personal consagrada en el art culo 19 N  7 de la Constituci n.í ° ó

Sexto: Que este criterio ha sido reconocido por la Excma. Corte 
Suprema en sentencia de 24 de marzo de 2022, Rol N  8.420-2022, en°  
que se razon  que la internaci n prevista en el art culo 34 de la Leyó ó í  
N  18.216 ° “importa una forma de asegurar el cumplimiento de la pena  
sustitutiva  de  expulsi n,  la  cual  debe  materializarse  en  un  plazoó  
determinado o determinable , de manera que la falta de certeza en la”  
ejecuci n  de  dicha  medida  resulta  desproporcionada  y  vulnera  laó  
libertad personal del amparado.

S ptimo: é Que, en el procedimiento abreviado  como ocurre en–  
la especie - previsto en el C digo Procesal Penal, el imputado presta suó  
voluntad para determinar las condiciones en que se dictar  la condena,á  
lo que no implica que tales condiciones sean irreversibles ni que se 
petrifiquen frente a situaciones sobrevinientes de impedimento. Por el 
contrario, no existe disposici n legal  que impida su revisi n cuandoó ó  
concurren  antecedentes  que  hacen  imposible  el  cumplimiento  de  la 
sanci n  originalmente  acordada,  como  ocurre  en  la  especie  con  laó  
medida de expulsi n, de modo que la mantenci n de la internaci n enó ó ó  
tales  t rminos  importa  desconocer  el  principio  de  juridicidad  y  deé  
proporcionalidad que rige la ejecuci n de las penas.ó

Octavo:  Que,  en  el  fallo  recurrido  la  Ilustr sima  Corte  deí  
Apelaciones de La Serena no se hizo cargo de la alegada imposibilidad 
de cumplimiento de la pena de expulsi n, limit ndose a se alar que laó á ñ  
Ley N  18.216 no contempla sustituci n alguna, sin considerar que la° ó  
internaci n se ha transformado en una privaci n de libertad indefinida,ó ó  
lo cual resulta ilegal y contrario a la finalidad de la instituci n.ó

Por estas consideraciones, y visto lo dispuesto en los art culos 21í  
de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y el Auto Acordado de laó í ú  
Excma.  Corte  Suprema  sobre  tramitaci n  y  fallo  del  recurso  deó  
amparo,  se  acoge,  sin  costas, la  acci n  constitucional  de  amparoó  
deducida  a  favor  de  Jes s  Francisco  Salazar  Salcedo,  Abrahamú  
Alexis  Uzc tegui  Paredes  y  Darwuy  Jos  Ram rez  Pereiraá é í ,  en 
contra de la resoluci n dictada por la Iltma. Corte de Apelaciones deó  
La Serena  el  once de  agosto  de  dos  mil  veinticinco,  dej ndose  siná  
efecto dicha decisi n y manteni ndose lo resuelto por el Juzgado deó é  
Garant a de La Serena en audiencia de veintinueve de julio de dos milí  
veinticinco,  que  sustituy  la  pena  de  expulsi n  por  la  de  libertadó ó  
vigilada intensiva, debiendo disponerse su inmediata libertad bajo dicho 
r gimen y abon ndose el  tiempo que han permanecido privados deé á  
libertad en calidad de internados.

Reg strese, comun quese y arch vese en su oportunidad.í í í
N°Amparo-2798-2025.
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En Valpara soí , veinte  de agosto de dos mil veinticinco, se notific  poró  
el estado diario la resoluci n que antecede.ó
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Pronunciado por la Cuarta Sala de la C.A. de Valparaíso integrada por los Ministros (as) Suplentes

Rodrigo Cortes G., Leonor Alicia Cohen B. y Abogado Integrante Alvaro Pavez J. Valparaiso, veinte

de agosto de dos mil veinticinco.

En Valparaiso, a veinte de agosto de dos mil veinticinco, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.
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